INFORME QUE EMITE ALMUDENA TORRES DOMÍNGUEZ, REGISTRADORA DE LA PROPIEDAD DE PEDREGUER, SOBRE 

- RECURSO GUBERNATIVO interpuesto el día 13 de noviembre de 2015,  por don Pascual Olmos Navarro, en su condición de Presidente de la COMUNIDAD DE PROPIETARIOS MIMOSAS, contra la calificación negativa de los asientos 1494 y 1495 del diario 45 que consisten en un Testimonio de decreto de adjudicación a favor de Comunidad de Propietarios Mimosas, y un Mandamiento de Cancelación de Cargas, respectivamente; relativo a 
- Acreditación del estado arrendaticio para la transmisión de la finca urbana.

- Personalidad jurídica de la Comunidad de Propietarios.

CUESTIONES PREVIAS A LA EMISIÓN DEL INFORME

· Se ha extendido con fecha 13 de noviembre de 2015, las correspondientes notas marginales de suspensión de plazo de caducidad de los asientos de presentación: 1494, diario 45, -adjudicación en ejecución de embargo-, y 1495, diario 45, -cancelación de cargas, cuya calificación conjunta, emitida conforme RDGRN de fecha 11/03/2014, se ha recurrido.

· Con fecha 17 de noviembre de 2015, se da traslado del recurso al Juzgado de Primera Instancia número 5 de Dénia, -antiguo mixto 8-.  Acuse de recibo de fecha 19/11/2015.  Con fecha 26 de noviembre de 2015 se recibe en el fax de este Registro, entrada 3590/2015, escrito de 24 de noviembre de 2015, del Letrado de la Administración de Justicia, don Jesús Lorenzo Álvarez, formulando alegaciones. 
DOCUMENTACIÓN EXAMINADA

· Testimonio judicial librado el 07/09/2015, por don Jesús Lorenzo Álvarez, Secretario judicial del Juzgado de Primera Instancia número 5 de Dénia, en procedimiento de ejecución de títulos judiciales 1304/2013-IS, en el que se inserta decreto de adjudicación librado por el nombrado Secretario el 13/07/2015, por el cual se adjudica la finca embargada, registral 12400/15, plaza de aparcamiento número 15 de la Urbanización Mimosas, Primera Fase, del Plan Parcial La Sella de Pedreguer, a la Comunidad de Propietarios Mimosas; lo que motivó el asiento 1494, diario 45.
· Mandamiento de Cancelación de Cargas, librado el  07/09/2015, por el indicado secretario judicial  y  en el mismo procedimiento, que igualmente inserta el decreto de adjudicación,  pero con la formalidad de cancelar la anotación preventiva de embargo ejecutada en el procedimiento. Dicho documento motivó el asiento 1495, diario 45.

· Escrito de calificación negativa conjunta de fecha 08/10/2015, notificado 13/10/2015.

· Escrito de recurso gubernativo de fecha 13/11/2015, a dicha calificación negativa interpuesto por don Pascual Olmos Navarro, Presidente de la Comunidad de Propietarios Mimosas. 

· Escrito de alegaciones de fecha 24/11/2015, formuladas por el Letrado de la Administración de Justicia, don Jesús Lorenzo Álvarez 
· Libros del Registro  y  Situación Registral de la finca 12400/15 de Pedreguer. Se acompaña por fotocopias la totalidad del historial registral de la citada finca. 
Hechos los anteriores trámites procedimentales del recurso gubernativo, y reunida la anterior documentación PROCEDO A EMITIR INFORME sobre los extremos objeto de calificación negativa, sin que ello suponga aportar nuevos argumentos que impliquen indefensión para el recurrente, sino simple desarrollo de la nota de calificación.

I.- SOBRE LA SITUACION ARRENDATICIA DE LA FINCA TRANSMITIDA EN SUBASTA 
Indica el escrito de recurso gubernativo que la situación arrendaticia de la finca ya consta en el decreto de adjudicación, pues el Letrado de la Administración de Justicia en el penúltimo párrafo del antecedente de hecho tercero dice que: “Según certificado del Registro de la Propiedad número 2 de Dénia (sic) no existe más cargas, ni cargas anteriores a la mencionada”. (cuando el Registro de la propiedad es el de Pedreguer). En la parte dispositiva del decreto se indica que “del resultado del procedimiento NO puede hacerse declaración sobre la situación posesoria de la finca, por no constar en autos”.

El derecho de adquisición preferente viene establecido para el caso de transmisión de vivienda (artículo 25 LAU), y para el caso de transmisión distinta de la vivienda (artículo 31 LAU, que se remite al artículo 25 de la LAU), concluyendo que la situación arrendaticia de la finca transmitida es un requisito a efecto de calificación registral para obtener la inscripción.  Distinguiendo las siguientes situaciones:
Para el caso de que exista arrendatario, o bien se le notifica o bien comparece, renunciando en su caso, al retracto; y el Registrador ha de calificar, en su caso, la notificación, la renuncia o el consentimiento del arrendatario, pero no se consigna, -pues puede ser objeto de inscripción separada y especial, artículo 98 LH- en la inscripción ninguna referencia al arrendatario. Basta con decir “que se han cumplido los requisitos establecidos en la Ley de Arrendamientos Urbanos” (para el caso, artículo 31, uso distinto de la vivienda). 

Para el caso de que NO exista arrendatario, pues así se indica expresamente, mediante lo que es una práctica habitual  consistente en la presentación de instancias, que subsanan la falta de declaración arrendaticia en documentos judiciales de adjudicación. Y ello es doctrina consolidada de la DGRN, ya  desde las vetustas resoluciones iniciales de fechas 19 y 20 de noviembre de 1987, pasando por la 6 de febrero de 2001 en la que se atemperaron las exigencias de escritura pública, pues su Fundamento de Derecho 2º, establecía que era suficiente para cumplir los requisitos de la LAU, que el adjudicatario de la finca subastada, como nuevo propietario, realizara la declaración sobre la situación arrendaticia en una instancia con firma legitimada notarialmente o ratificada ante el Registrador, sin que sea necesaria una declaración en escritura.  
Así el FD 2ª de esta última resolución establecía: “ La DGRN reitera su doctrina de que dadas las peculiaridades de la adquisición en virtud de ejecución forzosa, no debe exigirse estrictamente que sea el transmitente el que haga esta declaración y, puesto que en el procedimiento no hay trámites especialmente previstos para que la autoridad pueda llegar a hacer, en sustitución del propietario, esta afirmación, debe bastar la declaración de que la finca no se halla arrendada realizada por el nuevo propietario. Tal declaración puede realizarse en las actuaciones judiciales o en un momento posterior, ante Notario o mediante instancia firmada o ratificada ante el Registrador. Y este criterio se mantiene aunque haya habido un pequeño cambio de redacción al respecto en la LAU (que en la ley de 1964 decía (cfr. artículo 55.2) que la manifestación de no hallarse la finca arrendada debía hacerse “en la escritura de venta”, mientras que en la Ley vigente se dice simplemente que la manifestación ha de hacerse “en la escritura”. 
II.- SOBRE LA FALTA DE PERSONALIDAD JURÍDICA DE LA ADJUDICATARIA DE LA FINCA SUBASTADA, LA “COMUNIDAD DE PROPIETARIOS MIMOSAS” 
Tanto en el escrito de recurso gubernativo como en las alegaciones formuladas por el Letrado de la Administración de Justicia, se reconoce abiertamente la falta de personalidad jurídica  de las Comunidades de Propietarios. Ambos escritos argumentan, de lege ferenda, diversas situaciones en las que las Comunidades de Propietarios operan en el tráfico jurídico, como son:   La posibilidad de ser titulares de anotaciones preventivas de embargos; la existencia de obligaciones fiscales; laborales; posibilidad de arrendar, e incluso, titularidad de fondos y créditos comunes; y que, de un modo, u otro ya han sido tratados y resueltos por el Centro Directivo al que tengo el honor de informar.
Además de los motivos y argumentos expuestos en la nota de calificación negativa, en las que se citan las Resoluciones de la DGRN de fechas 15/06/1973, 16/10/1992, y 03/07/2013, traigo a colación, las siguientes Resoluciones de la DGRN, todas ellas en el mismo sentido de NO RECONOCER PERSONALIDAD JURÍDICA A LAS COMUNIDADES DE PROPIETARIOS. 
Resolución de la DGRN de 06/02/2014,  aunque la Comunidad de Propietarios en régimen de propiedad horizontal carece de personalidad jurídica independiente (cfr. STC 115/1999, de 14 de junio), es doctrina reiterada de la Dirección General que tal circunstancia no impide que en algunos asientos –como la anotación preventiva en materias en que la comunidad tiene reconocida capacidad procesal– tal comunidad pueda ser titular registral. En efecto, esa comunidad de propietarios es objeto de consideración unitaria a determinados efectos legales, como consecuencia de la existencia de un patrimonio separado colectivo (cfr. STS de 19 de junio de 1965, y 8 de marzo de 1991). Así, se reconoce a la propia comunidad la titularidad de fondos y créditos comunes –arts. 9.1.f) y 22.1 LPH– y la existencia de obligaciones de la misma –arts. 10.1 y el citado 22.1 LPH– así como la posibilidad de arrendamiento de elementos comunes. Además, la comunidad tiene capacidad procesal para demandar y ser demandada (arts. 13.3 LPH, 7 LOPJ y 6.1.5º y 544 LEC). 

La negativa a admitir la personalidad jurídica de las comunidades también ha sido refrendada por la Dirección General de los Registros y del Notariado en varias Resoluciones, como la de 3 de Marzo de 2008, en la que señala que “hay determinados aspectos cuyo lenguaje recuerda al de las personas jurídicas. Así, hay “órganos de gobierno” (art. 13.1 LPH), el Presidente es el representante legal de la Comunidad (art. 13.3 LPH), la Comunidad responderá de sus deudas (art. 22 LPH), hay créditos a favor de la Comunidad [art. 9.1 e) LPH], le corresponde la titularidad del fondo de reserva [art. 9.1 f) LPH], etc; además, nos encontramos con habituales situaciones en las que la Comunidad tiene empleados (conserjes, etc.), abona nóminas, paga la Seguridad Social por ellos, practica retenciones fiscales a los mismos, arrienda partes comunes y repercute IVA (p. ej. cartel publicitario en azotea, etc.). No obstante estas apariencias, es doctrina común la de entender que no tiene personalidad, hipótesis que se barajó en la tramitación parlamentaria de la Ley de 21 de julio de 1960 pero se consideró que no procedía tal reconocimiento.”

Respecto del actuar del Presidente de la Comunidad de Propietarios, en esa misma RDGRN de 3 de marzo de 2008, refleja que Si el presidente representa en juicio a la comunidad en los asuntos que la afecten (art. 13.3 LPH) ha de entenderse que la representa en las actuaciones procesales a todos los efectos y, por ende, también para pedir y obtener en esa cualidad de presidente y en favor de la comunidad las medidas cautelares o de ejecución, de las cuales un ejemplo es el embargo en favor de la comunidad, cuya posibilidad prevé expresamente el art. 21.5 LPH. El correspondiente asiento de anotación se practicará entonces también en favor de la comunidad, sin necesidad de que los comuneros sean identificados nominativamente, pues no son ellos los que a título individual ejercitan la acción, sino el órgano comunitario competente; basta por tanto, para expresar las circunstancias del titular de la anotación, indicar aquéllas que identifiquen a la comunidad y sin hacer referencias personales a cada uno de los comuneros 
También la Resolución de 25 de mayo de 2005 que señala que: “1. Se presenta en el Registro escritura por la que una Comunidad de Propietarios en régimen de Propiedad Horizontal adquiere una finca rústica. La Registradora deniega la inscripción por los defectos de carecer dicha comunidad de personalidad jurídica y por no acreditarse debidamente la representación del Presidente de la comunidad, que es quien comparece para adquirir. 2. En cuanto al primero de los defectos, ha de ser mantenido. Como ha dicho ya este Centro Directivo (cfr. Resoluciones citadas en el «vistos»), la Comunidad de Propietarios carece de personalidad jurídica, lo cual, si bien no impide que en algunos asientos -como la anotación preventiva en materias en que la comunidad tiene reconocida capacidad procesal- tal comunidad pueda ser titular registral, no es posible que, sin tal personalidad pueda ser propietaria de un bien y, por ende, pueda ser titular registral del asiento de inscripción correspondiente.” En la misma línea se manifestó la Resolución de la DGRN de fecha 23 de Junio de 2001 que apunta que “tampoco es posible practicar la inscripción del inmueble directamente a favor de la comunidad de propietarios con indicación de su afectación por destino, ya que carece de personalidad jurídica, pues el ordenamiento vigente solo le reconoce capacidad procesal y de gestión.” 
A efectos de complementar la anterior doctrina de la Dirección General, como doctrina emanada de las Audiencias, podemos citar: la de la Audiencia Provincial de Madrid, Sec. 18ª, 327/2008, de 17 de junio negaba que una comunidad pudiera adquirir por usucapión en el sentido de que “las Comunidades de Propietarios carecen de personalidad jurídica, por lo que no podrían adquirir bienes por usucapión.. Destacándose en este sentido, que la capacidad para afectar o desafectar bienes comunitarios, lo es como manifestación de la voluntad común de todos y cada uno de los diversos copropietarios, no como acto de persona jurídica, que no lo es. Debe del mismo modo acentuarse, que la jurisprudencia, ha venido estableciendo que las Comunidades de Propietarios, no son tampoco asociaciones reconocidas por la ley, ni pueden tener la condición de asociaciones ni civiles ni mercantiles. Siendo esta cuestión además, especialmente contemplada por la LPH, en cuanto establece que será el Presidente quien represente al conjunto de propietarios para ejercitar los derechos o cumplir las obligaciones comunes, no porque con ello exista una persona jurídica, porque no se atribuyen derechos a un organismo superior. Siendo por el contrario la Comunidad de Propietarios, una entidad, que incluso aún careciendo de personalidad jurídica, puede ser parte legal en un proceso, en base a que la LEC, reconoce expresamente tal posibilidad."
Apunta el Letrado de la Administración de Justicia,  de lege ferenda, tras reconocer la falta de personalidad jurídica de las Comunidades de Propietarios que, como excepción al artículo 11 del Reglamento Hipotecario: “No serán inscribibles los bienes inmuebles y derechos reales a favor de entidades sin personalidad jurídica”, figura la titularidad de los Fondos de Titulización que, pese a no tener personalidad jurídica, resultan adjudicatarios de inmuebles en procedimientos de ejecución hipotecaria e inscriben su derecho en el Registro; y que, “por la vía de la citada excepción, podría procederse a inscribir en el Registro de la Propiedad, los inmuebles adquiridos por otras entidades sin personalidad jurídica, como pueden ser las Comunidades de Propietarios”. 
La excepción invocada tiene su cobertura legal que queda recogida en la Resolución de la DGRN de fecha 1 de agosto de 2014, que dice:  2.- La posibilidad de inscripción de bienes inmuebles y derechos reales a favor de los fondos de titulización hipotecaria fue ya abordado en la reforma del artículo 11 del Reglamento Hipotecario, llevada a cabo por Real Decreto 1867/1998, de 4 de septiembre, que admitió la inscripción de bienes inmuebles y derechos reales a favor de fondos de pensiones, de inversión y de titulización hipotecaria. En dicho artículo se recogían supuestos excepcionales de inscripción a favor de entidades sin personalidad jurídica, que no obstante formaban patrimonios separados con un régimen jurídico propio. Dicho artículo, sin embargo, fue declarado nulo por la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 31 de enero de 2001, por entender que se contravenía el principio de reserva de ley por razón de la materia. 

 3. La cuestión ha sido hoy en día zanjada por el artículo 27 del Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo, que ha dado nueva redacción al párrafo final del apartado 2 de la disposición adicional quinta de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la Legislación española en materia de Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen otras modificaciones relativas al Sistema Financiero. 

En la nueva redacción dicho precepto legal permite considerar a los fondos de titulización como titulares registrales de fincas o derechos, al disponer que: «Los Fondos de Titulización Hipotecaria y Fondos de Titulización de Activos podrán ser titulares de cualesquiera otras cantidades, inmuebles, bienes, valores o derechos que sean percibidos en pago de principal, intereses o gastos de las participaciones hipotecarias, certificados de transmisión de hipoteca, activos financieros u otros derechos de crédito que se hubieren agrupado en su activo, por resolución de cualquier procedimiento judicial o extrajudicial iniciado para el cobro de tales derechos de crédito; en particular y sin ánimo limitativo, por producto del remate de procedimientos de ejecución de garantías hipotecarias o no hipotecarias, por la enajenación o explotación de los inmuebles o bienes o valores adjudicados o dados en pago o, como consecuencia de las citadas ejecuciones, en administración y posesión interina de los inmuebles, bienes o valores en proceso de ejecución. La inscripción de los bienes inmuebles pertenecientes a los Fondos de Titulización en el Registro de la Propiedad y de cualesquiera otros bienes en los registros que correspondan, se podrá efectuar a nombre de los mismos».

El inciso segundo del artículo 27 del Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo, contempla en particular y sin ánimo limitativo la enajenación o explotación de los inmuebles o bienes o valores adjudicados o dados en pago, como ocurre en el presente expediente.

4. Por tanto los fondos de titulización hipotecaria y los fondos de titulización de activos están dotados de aptitud para ser titulares de inmuebles que sean percibidos en pago de principal, intereses o gastos de las participaciones hipotecarias, certificados de transmisión de hipoteca, activos financieros u otros derechos de crédito que se hubieren agrupado en su activo, ya sea en un procedimiento judicial o extrajudicial iniciado para el cobro de tales derechos de crédito. Pero sí se modifica, para admitirla expresamente, la posibilidad de que se adjudiquen bienes inmuebles a favor de los fondos y que se inscriban en el Registro de la Propiedad a su nombre.

A fecha de hoy, de lege lata, no hay cobertura legal que atribuya personalidad jurídica a las Comunidades de Propietarios; sin embargo, pese al reconocimiento explícito de la falta de personalidad jurídica de las Comunidades de Propietarios reconocido en las alegaciones formuladas por  el Letrado de la Administración de Justicia y que, igualmente subyace en el escrito de recurso gubernativo presentado; no deja de ser cierto lo que apuntan ambos escritos, pues estos patrimonios separados colectivos –Comunidades de Propietarios-, son fuente de numerosos problemas en el tráfico jurídico, ya que pueden ser titulares de fondos y créditos comunes, pueden arrendar elementos comunes,  pueden ser demandantes y demandados en juicio, siempre a través de la figura de su Presidente; pero curiosamente, al carecer de personalidad jurídica,  no pueden ni comprar un bien inmueble, ni comprar una plaza de garaje, ni adjudicarse el componente de un moroso en una subasta judicial; e incluso, en teoría, al no tener autonomía y patrimonio propio no puede suscribir un depósito o una cuenta corriente de alta remuneración en entidad bancaria  para lograr un rendimiento de sus fondos. Tampoco pueden ser objeto de embargos, ni de anotaciones preventivas en su contra, pero sí a su favor.  
Para el supuesto, de lege ferenda, de que tuvieran reconocida  personalidad jurídica sería posible diferenciar entre el patrimonio de la persona jurídica y el de sus componentes. No es, en su caso, reconocerles ciertos derechos y obligaciones, o asignarles un NIF para que cumplan sus obligaciones tributarias.  Atribuirles personalidad jurídica, ex lege, tendría trascendencia erga omnes, ya que no se circunscribe a la esfera interna de los constituyentes del nuevo ente, sino que afecta principalmente a los terceros, al tráfico jurídico, a una mayor  claridad del  orden social.

En el ámbito de la persona jurídica, el artículo 35. 2 del Código Civil impone la categórica formulación de que es preciso que una norma legal formulada en términos positivos conceda la personalidad jurídica a las asociaciones de interés particular, civiles, mercantiles o industriales, independientemente de la de cada uno de sus asociados. Así las cosas, sólo una futura reforma de la LPH que atribuyera personalidad jurídica a las Comunidades de Propietarios de forma expresa podría resolver situaciones como la planteada. De lege lata: No es posible. 
CONCLUSIONES

Desestimar el recurso ya que 
1.- En cuanto a la transmisión de finca urbana, para el caso, distinta de la vivienda, (artículo 31 de la LAU, en relación al artículo 25) se ha de acreditar ante el Registrador el estado arrendaticio de la finca transmitida, lo que en el presente caso, no ha sucedido.

2.- Porque la adjudicataria de la finca en el proceso judicial NO TIENE PERSONALIDAD JURÍDICA; por tanto, salvo que una ley expresamente así lo determine, NO puede ostentar la titularidad registral de ningún bien

Este es mi informe que someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho en Pedreguer, a veintisiete de noviembre de dos mil quince. 
Fdo: Almudena Torres Domínguez

Registradora Propiedad Pedreguer
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